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Uno de los rasgos más curiosos del gobierno ac-
tual es su capacidad inagotable para producir temas 
que obligan a escribir. Cada día aparece un nuevo 
episodio que, más que una simple controversia, re-
vela una forma de entender el poder, el Estado y, en 
último término, a las personas. Y aunque suelo abor-
dar estos asuntos desde la economía, hay momentos 
en que el análisis debe ampliarse hacia algo todavía 
más esencial: la dignidad humana.

Durante décadas, el mercado laboral chileno 
convivió con prácticas que hoy nos parecerían in-
aceptables, pero que en su momento eran vistas 
como normales. Jornadas extensas, inestabilidad, 
ausencia de resguardo real y una lógica donde el 
trabajador valía, muchas veces, solo mientras pro-
ducía. El progreso social, precisamente, consistió en 
ir corrigiendo esa brutalidad. No por caridad, sino 
por civilización.

Por eso resulta tan inquietante lo ocurrido con la 
directora nacional del SernamEG, Priscilla Carrasco, 
quien llegó al cargo a través del sistema de Alta 
Dirección Pública y a quien se le solicitó la renuncia 
no voluntaria en medio de un tratamiento contra un 
cáncer de mama triple negativo. Más aún cuando ella 
misma señaló que seguía ejerciendo sus funciones y 
que no estaba apartada de su trabajo. Posteriormente, 
la remoción quedó en pausa por una licencia médica, 
pero eso no cambia lo esencial: la decisión ya había 
sido adoptada. Y aquí conviene detenerse.

Porque este no es solo un caso administrativo. 
No es únicamente una discusión sobre cargos de 
confianza, atribuciones políticas o reorganización 
interna. Es, sobre todo, una señal ética. Y una se-
ñal muy mala.

El problema de fondo no está solo en la facultad 
de remover a una autoridad. Está en el momento, en 
la forma y, sobre todo, en el criterio. Porque cuando 
una persona enfrenta una enfermedad grave, lo mí-
nimo que uno esperaría de cualquier institución y 
con mayor razón del Estado, es un estándar superior 
de humanidad. Un criterio donde no todo se mida 
con la vara estrecha del rendimiento, la confianza 
política o la oportunidad administrativa.

Ese es precisamente el punto más preocupante 
de este caso. La idea de que la gestión puede impo-
nerse incluso cuando la situación humana exige 
prudencia, gradualidad y mínimo sentido común. 
En otras palabras, que primero está la máquina y 
después la persona.

Y eso resulta todavía más grave cuando ocurre 
en una institucionalidad que, por definición, debiera 
ser particularmente sensible frente a la vulnerabili-
dad, la desigualdad y las condiciones materiales de 
vida de las mujeres. 

Si una mujer con cáncer, en tratamiento, al frente 
de un servicio del Estado, puede ser tratada de esta 
forma, entonces el mensaje hacia miles de trabajado-
ras chilenas es brutalmente simple: tu enfermedad 
no necesariamente te protege; tu humanidad puede 
esperar; y tu valor sigue dependiendo, al final, de si 
resultas funcional o no.

Eso no es modernidad. Eso es retroceso. Y eso, 
en pleno siglo XXI, debería avergonzarnos. Porque 
la economía y la política tienen que estar al servicio 
de las personas, y no las personas al servicio de la 
política y la economía.

A inicios de febrero, Chile asumió un desafío 
mayúsculo: la presidencia del proceso de negocia-
ción del tratado global contra la contaminación 
por plásticos. El embajador Julio Cordano, elegido 
con 92 votos en segunda vuelta, deberá conducir 
un proceso estancado por profundas divisiones 
entre países que buscan limitar la producción de 
plástico -liderados por Noruega y Ruanda- y aque-
llos, como Rusia y Estados Unidos, que prefieren 
enfocarse solo en gestión de residuos.

Nuestro país ha sido tradicionalmente un “cons-
tructor de puentes”, como lo demuestra el hecho 
de haber liderado junto a Reino Unido las conver-
saciones informales sobre diseño de productos. 
En esta nueva etapa, Chile debe articular una vi-
sión equilibrada pero ambiciosa, que aborde el 
ciclo de vida completo del plástico sin perder de 
vista la urgencia de reducir la producción en la 
fuente. La ciencia es clara: si no se toman medi-
das, la contaminación por plásticos se triplicará 
al 2060.

Pero aquí surge la pregunta incómoda: ¿cómo 
puede un país con baja tasa de reciclaje -apenas 
8-9%- y problemas estructurales en gestión de re-
siduos liderar la solución global? La respuesta está 
en la coherencia y la oportunidad. Chile cuenta 
con legislación avanzada: la Ley REP y la Ley de 
Plásticos de Un Solo Uso, que esta misma semana 
completa su implementación. Tenemos un “labora-
torio” normativo que, pese a sus imperfecciones, 
demuestra voluntad política de avanzar.

El liderazgo internacional no exige perfección, 
sino honestidad para compartir aprendizajes 
-incluyendo las dificultades- y convicción para 
impulsar acuerdos que, como señala Cordano, 
“sean realistas pero ambiciosos”. Nuestra vul-
nerabilidad como país costero ante los residuos 
plásticos nos otorga legitimidad para exigir acción 
global mientras trabajamos en nuestras propias 
transformaciones.

El tratado no es el punto final, sino “un paso 
más”. Que Chile lo presida es una oportunidad 
para demostrar que la economía circular no es 
un privilegio de países desarrollados, sino una 
necesidad del Sur Global. Lideremos con humil-
dad, pero también con la convicción de que otro 
modelo económico es posible.

Cuando el diésel sube, no solo nos sale más caro 
llenar el estanque. Sube el costo de mover práctica-
mente todo lo que Chile consume. Y ese impacto, al 
final, no se diluye: se transfiere.

Esta semana se registró una de las alzas más sig-
nificativas en el precio del diésel en el último tiempo. 
La causa responde a una combinación de tensiones 
internacionales, la interrupción del tráfico en el estre-
cho de Ormuz y la menor capacidad del mecanismo 
local para amortiguar estas variaciones. El resultado 
es un encarecimiento abrupto del insumo que sos-
tiene físicamente la economía. Ese encarecimiento 
no ocurre en el vacío: se inserta en una estructura 
logística que, en Chile, tiene una característica muy 
marcada, su dependencia.

En Chile, prácticamente todo llega en camión: 
alimentos, tecnología, medicamentos, vestuario. La 
gran mayoría de la carga se transporta por carretera, 
en un sistema que se ha consolidado sin desarro-
llar alternativas equivalentes. Existen operaciones 
ferroviarias y de cabotaje marítimo, pero no confi-
guran hoy una red logística integrada, competitiva 
y de alcance nacional para el movimiento de bienes 
de consumo. En la práctica, todo converge en una 
sola columna vertebral logística, y esa columna aca-
ba de encarecerse.

Cuando eso ocurre, el impacto empieza a despla-
zarse a lo largo del sistema. Cuando el combustible 
sube, el costo del transporte se ajusta. Ese ajuste se 
traslada al precio de los productos. Y ese precio, al 
final, lo paga el consumidor.

Frente a este escenario, el Gobierno anunció medi-
das: congelamiento de tarifas del transporte público, 
apoyos para taxistas y colectiveros, estabilización 
del precio de la parafina. Son respuestas necesarias, 
orientadas al bolsillo inmediato de las personas, pero 
dejan fuera una dimensión clave: la infraestructura 
que permite que los bienes lleguen a destino. No es 
casual que la Confederación Nacional de Dueños de 
Camiones haya planteado la necesidad de apoyo di-
recto y que el sector se reúna este lunes para definir 
sus próximos pasos. Más allá de esa coyuntura, lo 
que queda en evidencia es algo más profundo: no se 
trata solo de una omisión puntual, sino de una lec-
tura históricamente incompleta del problema, donde 
se actúa sobre los efectos visibles del alza, pero no 
sobre el sistema que la distribuye.

Porque la logística en Chile sigue tratándose 
como un sector económico más, cuando en la prácti-
ca opera como infraestructura crítica. Es la base que 
sostiene el abastecimiento, la continuidad operacio-
nal y, en última instancia, la estabilidad del consumo. 
Cuando uno de los costos estructurales de esa base 
se tensiona, el impacto no se absorbe: se desplaza a 
lo largo del sistema.

Por eso, esta no es solo una crisis de combusti-
bles, sino la señal de un problema más profundo. 
Chile ha construido su sistema logístico sobre una 
única vía, sin redundancia, sin alternativas reales y 
sin una política que reconozca su carácter estraté-
gico. Cuando ese sistema se encarece, la pregunta 
deja de ser técnica y pasa a ser estructural: ¿cómo 
se distribuye realmente ese costo?

Porque, aunque el impacto alcance a todos, no 
todos lo enfrentan de la misma manera. Y en esa di-
ferencia no está solo el precio del combustible, sino 
la forma en que el país ha decidido moverse.
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